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POLÍTICA

Por: Francisco Huenchumilla Jaramillo, Senador

¿Será posible un Acuerdo?

Como Comisión de Paz y Entendi-
miento, venimos caminando hace más 
o menos un año y medio, desde la 
ceremonia en La Moneda, con el pre-
sidente de la República y los partidos 
políticos que avalaron esta instancia. 
Lo hemos hecho en un clima interno 
de convivencia y de conocernos mu-
tuamente, en la medida de nuestro 
trabajo. Escuchamos y recorrimos las 
cuatro regiones; recibimos autoridades 
y académicos nacionales y extranje-
ros, también documentación especia-
lizada; y dialogamos con los actores 
más incumbentes de la situación so-
cial, histórica y política que envuelve el 
conflicto y del cual se nos ha pedido, 
de alguna manera, buscar un camino 
de entendimiento que conduzca a una 
paz duradera.

Esto lo hemos hecho paralelamente 
a nuestras responsabilidades labora-
les, personales y habituales. Y sin pe-
dir nada al Fisco de Chile; simplemen-
te motivados por nuestra vocación de 
servicio público, que nos interpela para 
construir una arquitectura institucional, 
jurídica y política, que sea el camino de 
salida y solución al centenario conflic-
to entre el pueblo mapuche y el estado 
de Chile, y que arrastra a otros actores, 
como son los agricultores y las empre-
sas forestales.

Ahora entramos en la recta final. A la 
hora de la verdad, donde es necesario 
darle cuerpo al consenso, y donde el 
ambiente tiende, a veces, a crisparse. 
Es el momento de poner en juego la 
experiencia. De colocarse en el lugar 
del otro. De evitar el voluntarismo y el 
subjetivismo, y de guardar la calma; en 

fin, de poner en juego el encuentro –en 
una sociedad fracturada– de las dis-
tintas filosofías que inspiran al mundo 
mapuche y al mundo occidental, para 
caminar hacia la reconciliación: el ma-
puche Kimün, y la fenomenología del 
espíritu de Hegel.

¿Será posible el Acuerdo? No es una 
tarea sencilla ni fácil. Va a depender de 
si la propuesta logra hacerles sentido a 
los mundos involucrados: a las comu-
nidades mapuche, que sientan que no 
retroceden, respecto de los derechos 
que han logrado obtener del Estado 
con la dictación de la Ley Indígena Nº 
19.253 –logro político obtenido el año 
1993– a menos que la lentitud del pro-
ceso sea compensada por alternativas 
que reafirmen el objetivo de su lucha, 
cual es el pago de la deuda histórica 
del Estado. También a los agricultores, 
que, a su vez, sientan que esta deuda 
histórica –más allá de los comporta-
mientos personales– no les pertenece 
como generación ni como actor social 
histórico y que, en consecuencia, no 
pueden soportar toda la carga y deu-
da que es responsabilidad del Estado; 
pero que en aras del entendimiento y 
la paz, y con sentido de la realidad, 
estén disponibles para hacer su con-
tribución. Y a las empresas forestales, 
que asuman su responsabilidad y no 
pretendan pasar indemnes frente a las 
inmensas posesiones de territorio que 
les permitieron, con el subsidio del Es-
tado, formar la industria que hoy día 
existe y que impacta negativamente 
en el imaginario colectivo mapuche, y 
más allá, como los responsables del 
cambio del hábitat rural, con todas las 

externalidades negativas en las cuatro 
regiones involucradas con la existencia 
de este conflicto.

Ambos actores, los agricultores y las 
empresas forestales, deben sopesar el 
costo de restarse de contribuir a una 
salida, bajo el argumento de que el Es-
tado es el responsable. Porque la rea-
lidad, la cruda realidad, es más fuerte.

El mundo mapuche, por su parte, 
debe comprender que no existen so-
luciones mágicas; y que, si se sigue el 
actual ritmo, el proceso tomará, supo-
niendo que esta lenta realidad siga su 
cauce, a lo menos dos generaciones 
más.

En suma, la línea roja para las co-
munidades son los derechos ya con-
quistados por la Ley Indígena. Para los 
agricultores, un horizonte de certeza 
respecto del cuándo se terminará la 
compra de tierras que, cual espada de 
Damocles, se cierne sobre su actividad 
económica vital; y para las empresas 
forestales, la incertidumbre, en el ac-
tual escenario, de la viabilidad de su 
industria.

En clave política, para el mundo ma-
puche es la convicción, avalada por la 
historia, de que el Estado les usurpó 
sus tierras y les arrebató sus territorios 
y que, por lo tanto, ese Estado debe 
devolverles dicho patrimonio; los agri-
cultores argumentan que esa deuda no 
les pertenece, y apuntan al Estado; y 
las empresas forestales siguen esa lí-
nea, no muy convincente en su caso, 
más bien refugiándose en la protección 
de su industria. ¿Cómo conjugar esas 
convicciones con la ética de la respon-
sabilidad, y con el sentido de la reali-

dad que todo actor –social, político o 
empresarial– debe tener?

Nuestra responsabilidad, como co-
misionados, no es atrincherarnos en 
nuestras propias convicciones; sino 
tomar cierta distancia y ver el horizon-
te con sentido de Estado, para bus-
car una salida que le haga sentido a 
todos los involucrados. Si llegamos al 
consenso, le corresponderá al mundo 
político implementar los acuerdos; si 
no logramos el consenso, el país ha-
brá fracasado, y se abrirá en nuestra 
región un salto al vacío: ¿Cómo res-
ponderá el mundo social –léase, las 
comunidades y demás– a esta falta de 
respuesta? ¿Tendremos que vivir per-
manentemente usando a las Fuerzas 
Armadas en tareas internas, desplega-
das por el territorio regional?

Lograr todo esto es el rol de la políti-
ca, que estamos practicando al interior 
de la Comisión; porque el rol de la po-
lítica es responder a esa vieja pregunta 
de los seres humanos, acerca de cómo 
debemos vivir.

No existe un manual de cortapa-
los para resolver los conflictos. De 
ahí nuestra incertidumbre, y a veces, 
nuestro pesimismo. Conozco la políti-
ca como el derecho; éste forma parte 
vital de mi formación intelectual, y me 
recompensa espiritualmente, pero la 
política es la actividad humana más 
desafiante, porque no hay recetas 
prefabricadas. Las soluciones debes 
buscarlas con linternas. Ese es nuestro 
desafío.

La parlamentaria anunció, 
en conjunto con la Comisión 
de Familia y con respaldo del 
Ejecutivo, el trabajo en una in-
dicación transitoria a la Ley de 
Armonización para garantizar 
la inserción social de estos jó-
venes.

Las cifras recientemente pu-
blicadas en la prensa, basadas 
en datos de la Defensoría de la 
Niñez, el Departamento de Es-
tadísticas e Información de Sa-
lud (DEIS), la Subsecretaría de 
Prevención del Delito y la Fis-
calía Nacional, han encendido 
las alarmas: en 2024, cerca de 
50 niños han sido asesinados, 
una de las cifras más altas de 
los últimos cinco años.

En este contexto, expertos 
advierten sobre el preocupante 
aumento del reclutamiento de 
menores por el crimen organi-
zado, alimentado por la inca-

pacidad del Estado de ofrecer-
les alternativas seguras y de 
acompañamiento.

Al respecto, la senadora y 
presidenta de la Comisión de 
Familia e Infancia, Carmen Glo-
ria Aravena, expresó su pro-
funda preocupación por esta 
realidad y la falta de apoyo a 
los jóvenes que, al cumplir 18 
años, deben abandonar los 
hogares de protección estatal, 
quedando en un estado de to-
tal vulnerabilidad y expuestos 
al Narco y Crimen Organizado.

“Estamos ante una crisis que 
afecta entre 200 y 400 jóvenes 
cada año, quienes son lanza-
dos al desamparo absoluto. 
Muchos de ellos quedan en si-
tuación de calle y caen en las 
manos del crimen organizado, 
teniendo un fin abrupto y trági-
co en sus vidas. Esta realidad, 
ignorada por años, además 

perpetúa ciclos de pobreza y 
violencia en nuestras comuni-
dades”, comentó la senadora 
Aravena.

La parlamentaria republica-
na informó que en el marco del 
proyecto de armonización de la 
Ley N° 21.302 —que establece 
el Servicio Nacional de Protec-
ción Especializada a la Niñez y 
Adolescencia—, se trabaja en 
una indicación para garantizar 

una transición protegida para 
estos jóvenes.

“En la última sesión de la Co-
misión de Familia abordamos 
una realidad legislativa cruel: al 
cumplir 18 años, estos jóvenes 
deben abandonar los hogares 
de protección sin redes ni re-
cursos. Es inaceptable que la 
ley no permita que el Estado 
les asegure una inserción dig-
na. Esto debe cambiar”, enfa-
tizó.

Por su parte, Margarita Guz-
mán, de Fundación Sentido, 
quien expuso en la Comisión 
Legislativa, sostuvo: “Les esta-
mos enviando a la calle sin re-
des ni recursos. No tienen es-
tudios ni preparación. Esto no 
solo repite la historia, sino que 
la amplifica, perpetuando la 
pobreza y la exclusión social”.

La indicación que se presen-
tará busca modificar la ley para 

permitir que los jóvenes pue-
dan permanecer en programas 
de apoyo hasta los 21 años —y 
hasta los 24 si están estudian-
do— asegurando su inserción 
educativa y laboral. 

Según Paulina Fernández, de 
Aldea Infantil SOS, “tres años 
de trabajo focalizado pueden 
hacer la diferencia, siempre 
que exista continuidad y un 
acompañamiento técnico ade-
cuado”.

Finalmente, la subsecreta-
ria de la Niñez, Verónica Silva, 
coincidió en la urgencia de 
esta medida: “Estamos traba-
jando en coordinación con la 
senadora Aravena para ajus-
tar los aspectos técnicos de 
la propuesta, porque este es 
un problema que la Ley de Ar-
monización puede abordar con 
efectividad”.

Senadora Aravena impulsa cambios legislativos para amparar a 
jóvenes que egresan de hogares de protección
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